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INTRODUCCION 


Partiendo de la alta y luminosa enseñanza de 
Pío XII, según la cual, «la democracia, entendida en 
sentido amplio, admite distintas variantes y puede 
tener su realización en diversas formas de gobier- 
no», vamos a analizar la esencia de la misma, esto 
es, la eficaz y constante participación popular en las 
tareas políticas, o dicho de otra forma y empleando 
una terminología más en uso, la justa y fluida «co- 
municación» entre sociedad y Estado. 

Las principales premisas democráticas, cuales 
son, la titularidad del poder radicado en el pueblo, 
la representación, el control gubernamental y las 
bases de justicia, igualdad y libertad, creemos que 
tienen mayor realizeción práctica en una sociedad 
vigorosa que se hace presente ante el Estado e in- 
fluye en él, que en una determinada forma de go- 
bierno, a secas, rectora de un pueblo pobre y pasi- 
vo, que, presionado por factores particulares o ex- 
traños, cuales pueden ser una hábil propaganda 
partidista o una ilegítima presión extranjera, no eli- 
ge acertadamente, con el debido conocimiento o con 
la deliberada voluntad. 

No obstante, al hablar de «comunicación entre 
sociedad y Estado», no intentamos camuflar la cues- 
tión democrática en una vaga generalidad, sino, al 
contrario, pretendemos honestamente buscar la raíz 
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de la democracia y desde ella subir a sus aplicacio- 
nes concretas. La base de la democracia no consiste 
en una forma de gobierno particular (aunque ello 
no es en modo alguno indiferente), sino, en una ac- 
ción social en la vida política, que toda forma de go- 
bierno debe respetar y obedecer. Acción social que 
no ha de limitarse a un mínimo legitimador del 
poder ante sus ciudadanos, antes bien, debe exten- 
derse hasta un máximo que reduzca el campo auto- 
ritario a las ineludibles funciones representativas. 

No creemos, por otra parte, que nadie juzgue 
viable la democracia directa (régimen por el cual 
el pueblo se gobierna a sí mismo), ya que es impo- 
sible en la práctica de cualquier país; opinando que 
la excepción de los Cantones Suizos no tienen re- 
dieve. 

La democracia constituye la última y superior 
conquista de las naciones en su proceso evolutivo 
de organización. A ella dedicamos nuestro estudio; 
al análisis de sus principios rectores y a los cauces 
de su ejercicio manifiesto. Permítasenos emplear, 
sin embargo, al referirnos a ella, el término «comu- 
nicación», de claro significado actual en la técnica 
empresarial y administrativa. Tal vocablo sirve fe- 
lizmente para cualificar la dualidad deseable que 
debe existir entre sociedad y Estado, y le da un sig- 
nificado amplio, no ceñido con carácter exclusivo al 
área estrictamente política. 
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1. SOCIEDAD Y ESTADO 


Si vamos a analizar la dualidad o relación entre 
dos sujetos, es conveniente comenzar definiendo a 
los mismos y, ello no por afición a teorías doctri- 
nales o a recordar antecedentes, sino porque tales 
conceptos evolucionan con el tiempo y no son in- 
terpretados igualmente por todos. 

Siguiendo al profesor Sánchez Agesta, juzgamos 
que no existe la sociedad como una entidad subsis- 
tente y unitaria, sino una pluralidad compleja de 
entes sociales, trabados entre sí, sobre los que la 
comunidad política constituye una unidad de orden. 
La pretendida unidad de la sociedad como indepen- 
diente del orden político resulta ser precisamente 
la consecuencia del orden político mismo. De ahí 
nuestro empeño en recalcar el feliz enlace entre esa 
pluralidad compleja de entes sociales (familia, ciu- 
dad, empresa...), con el que ha de configurar su 
carácter de unidad de orden. Así, en rigor, no se 
trata de relación entre Estado y sociedad, sino de 
comunicación entre el orden político estatal con los 
numerosos grupos de convivencia humana que se 
comprenden en su orden. 

No obstante, aunque lo que la ciencia política de 
principios de siglo llamaba «Sociedad» se nos pre- 
senta hoy como un tejido continuo de grupos socia- 
les sin unidad propia, vamos a usar la terminología 
vulgar que considera trabados entre sí, formando 
un todo, a esos distintos conjuntos humanos. Y, de 
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esta forma, hablando únicamente de sociedad y no 
de grupos sociales, empezaremos por calificar a la 
actual como «sociedad tecnológica». Sociedad mati- 
zada por los logros de la ciencia moderna, de tal 
manera que la ciencia y la técnica son hoy básicas. 
en el sistema económico social, y factor importante: 
de la política actual. Los complejos de investiga- 
ción, la automación y el uso de gran variedad de: 
productos ocupan el primer plano de la actualidad. 
y del empeño futuro. Se teme por el abandono de: 
la base humanista, pero en realidad, una intrínseca: 
oposición entre humanismo y ciencias técnicas no 
existe. Basta con equilibrar la producción en masa. 
y la organización racional con las virtudes y hábitos. 
de las comunidades naturales. Tal intento de equi- 
librio ha sido calificado como «una de las mayores. 
empresas sociales de nuestro tiempo». 


Importa tamtién estar al día en cuanto a la idea: 
que del Estado tengamos, y al que, de nuevo con 
Sánchez Agesta, calificamos no sólo como un orden. 
de hombres, sino también como un orden de grupos. 
en que éstos se integran. La comunidad política, en 
rigor, pretende definir imperativamente las relacio- 
nes entre esos grupos, la distribución y coordina- 
ción de sus esferas de acción, esto es, su orden. 
Pero, considerando el concepto Estado en un sen- 
tido más general, éste es simplemente la forma mo- 
derna de sociedad política. Al estado actual, tam- 
bién, le podemos dar una calificación precisa, y esa 
es la de «empresa política». Y como tal empuja al 
pueblo a la ejecución de su destino histórico y uni- 
versal, con planes ambiciosos y cordiales de vida en 
común. De esta manera, superados los temores libe- 
rales de intervencionismo estatal (dejar hacer...) y 
controlado su actuar mediante la ley (Estado de De- 
recho), el Estado debe ser el imparcial y competen- 
te planificador del bien común. 
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Pues bien, entre esta sociedad tecnológica y este 
Estado empresarial debe existir una dúctil, constan- 
te y eficaz comunicación. Desde «Documentación 
Administrativa», López Henares ha recordado que 
ya Aristóteles, cuando pensaba en diseñar la dimen- 
sión ideal de la ciudad creía que ésta no debería 
superar los límites dentro de los cuales la voz de 
una persona pudiese ser escuchada por Jos demás. 
Así manifestaba que la voz que manda en la ciudad 
debe llegar a todos los miembros de la misma por 
igual. Y, añadimos nosotros, permitir que la queja 
o el ruego sea percibido por el titular del poder. 
Este antecedente no tiene hoy virtualidad alguna, 
pero sí el recuerdo de que la comunicación ha sido 
siempre un problema esencial para el mantenimien- 
to y desarrollo desde la sociedad política primitiva 
hasta las estructuras nacionales modernas. 


«La capacidad de los hombres para vivir juntos 
para coordinar esfuerzos, para evitar conflictos rui- 
nosos, está determinada, en gran parte, por sus ap- 
titudes para la comunicación» (J. Perry). Comuni- 


car es poner en contacto, es hacer a otro partícipe | 


de algo. Pues bien, esa es la relación que deseamos 
entre sociedad y Estado a través de múltiples y di- 
versas vías (representación, subsidiariedad, etc.). 
Tal puesta en contacto y tal participación coadyu- 
van al control del poder por el ambiente social y a 
la efectividad del mando estatal. Secundariamente 
coordina las actividades de los diversos grupos so- 
ciales y órganos estatales, así como su unidad e in- 
tegración dentro de la comunidad política. La so: 
ciedad debe dar al Estado base y justificación, y 
éste a aquella, unidad y dirección. Ni sociedad pa- 
siva y difusa por carencia del Estado; ni poder pú- 
blico dictatorial que agoste la vida social. Y para 
lograr tales fines el medio es una puesta en contac- 
to, una participación de ambos que, suprimiendo 
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barreras y esfumando recelos, sustituya al medieval 
puente levadizo que frecuentemente existe entre el 
ambiente social y el mando estatal; puente que tan- 
to une como separa. 

Así, pues, aspiramos a una sociedad y a un Esta- 
do «al día» y concebimos a éstos dos en cotidiano 
diálogo. Sociedad, sí, tecnológica y humanista, con 
dúctil, constante y eficaz comunicación con un Es- 
tado de Derecho, emprendedor del bienestar de 
aquélla. 


10 


ll. REQUISITOS DEMOCRATICOS 


En nuestra opinión, el estudio de una comunidad 
política democrática debiera comprender el análisis 
de tres aspectos: principios rectores de la misma, 
acondicionamiento social, y cauces políticos de ca- 
rácter concreto. O, lo que es igual: doctrina, base 
social y forma política de ejercicio. Y ello porque la 
democracia, a la que ya hemos calificado de supe- 
rior, conquista de las naciones en su progreso evo- 
lutivo de organización, precisa, para su feliz vigen- 
cia, que se cumplan más requisitos que en cualquier 
otro sistema de poder. No basta, como en éstos, con 
una teoría y una forma de gobierno, sino que exige 
unas condiciones sociales, frecuentemente olvidadas, 
para el afortunado uso de la libertad. Así, debe exis- 
tir una base de justa distribución de bienes mate- 
riales y culturales, que cimente un mínimo de esta- 
* bilidad y orden. Tampoco basta, por otra parte, con 
una minoría preparada; es necesario que todos los 
ciudadanos tengan un índice de formación cívica, 
que les permita participar con acierto en la vida 
pública. Además, es conveniente, que en todos los 
campos de la vida social, las actividades que lo per- 
mitan, estén organizadas de un modo representativo, 
creándose de esta forma una general práctica de- 
mocrática que facilite el logro del éxito en el ejerci- 
cio democrático político. Sólo de esta forma, a nues- 
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tro juicio, una comunidad política democrática 
puede prosperar y, ello es debido a que la represen- 
tación popular en las tareas estatales, no es sólo 
cuestión política, sino también social. El olvido de 
esta verdad explica los bruscos vaivenes de los pue- 
blos iberoaméricanos y, en parte, los anteriores fra- 
casos representativos intentados en nuestra patria. 
No basta con una declaración de derechos y con un 
referendum para que la democracia produzca sus ex- 
celentes frutos; es preciso, además, un pueblo en 
calma y preparado que pueda actuar con acierto en 
la vida pública, pues, en los países no bien desarro- 
llados, las malformaciones sociales impiden una 
vida política de alto nivel. 


Y, hechas estas aclaraciones, que hemos juzgado 
de todo punto necesarias, vamos a ir viendo esos 
principios rectores, esas condiciones sociales y esas 
vías políticas de representación. 


12 


lll. IGUALDAD DE OPORTUNIDADES Y 
PROMOCION SOCIAL 


Fue Alexis de Tocqueville, el gran teórico de la de- 
mocracia, quien afirmó que la igualdad de condicio- 
nes produce la libertad. Y que tal igualdad y la re- 
presentación política, son las bases fundamentales 
de la democracia. Reconociendo además que el prin- 
cipio de igualdad de oportunidades lleva su influen- 
cia más allá de las costumbres políticas y de las 
leyes, y que no predomina menos sobre la sociedad 
civil que en el gobierno. «Crea opiniones, hace na- 
cer sentimientos, sugiere usos y modifica todo lo 
que no es productivo.» 

Tal igualdad no debe ser interpretada de un 
modo absoluto. Ello nos llevaría de la mano a la 
nivelación mecánica que es injusta e inhumana. Una 
sociedad para ser justa no precisa ser igualitaria, 
negando, así, las diferencias personales y enfriando 
estímulos e incentivos. Lo exigible es permitir la to- 
tal igualdad en el punto de partida (educación, nivel 
económico, posibilidad profesional) pero, en modo 
alguno, eliminar la competencia y repartir sin mira- 
mientos los trofeos. Va contra el sentido de justicia 
el recompensar indistintamente méritos diversus. 
Lo equitativo es premiar diferenciadamente a lo que 
no es igual. El igualitarismo sólo es justo en el 
punto de partida, y caso de extenderse al campo de 
las realizaciones y logros engendra atonía y parali- 
za el progreso personal y social. No se trata de des- 
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truir derechos legitimamente adquiridos, sino de 
realizar una política popular que extienda la cultu- 
ra y las posibilidades económicas a todos los miem- 
bros de la comunidad, terminando de este modo con 
los privilegios y barreras creados por las injusticias 
sociales. 

En esta línea del permitir que todos intenten ser 
los primeros, para que lleguen los mejores, se en- 
cuentran diversas disposiciones legales españolas, 
pero especialmente la Ley de 21 de julio de 1960, 
que creó determinados Fondos Nacionales para la 
aplicación social del impuesto y del ahorro. Los 
Fondos de Protección al Trabajo, de igualdad de 
oportunidades, asistencia social y crédito para la 
extensión de la propiedad mobiliaria acreditan el 
espíritu social de nuestro Estado, y así cobra vigor 
un principio de pura inspiración democrática. Por 
tal premisa se rige también el Mercado Común 
Europeo, que incluye como objetivo concreto del 
tratado de Roma: «Igualar a los hombres y a los 
pueblos en el progreso, y mejorar las condiciones de 
vida y de trabajo de la mano de obra.» Permitiendo 
para la realización de esta igualdad en el progreso 
una variada gama de igualdad de oportunidades en- 
tre los nacionales de los distintos países miembros. 

Refiriéndonos de nuevo a nuestra patria, convie- 
ne advertir que para conseguir una situación de 
igualdad de condiciones del ciudadano en la vida 
social y política, es preciso crear y desarrollar me- 
dios públicos de promoción y ejercicio de las capa- 
cidades personales de los individuos, a la vez que 
mejorár notablemente nuestra conciencia social, tan 
estrecha para concebir la intercomunicación clasista, 
como necesaria para el equilibrio interior y para el 
avance general. Tal intercomunicación dinamiza las 
sociedades, como ocurre en Estados Unidos. Suele 


ocurrir que la movilidad social y la abierta compe- 


tencia creadora están gravemente obstacularizadas 


14 


de un modo general por la rigidez estructural de 
las sociedades pasivas. Entonces es necesario rom- 
per esa tupida e injusta tamización estructural que 
impide ascensos y evita descensos en la posición so- 
cial, ambos merecidos. La reforma estructural se lo- 
grará considerando al trabajo legítimo «título de je- 
rarquía y honor», como dice el Fuero del Trabajo, 
título suficiente, por otra parte, para exigir no sólo 
asistencia y tutela del Estado, sino, además, el plen» 
reconocimiento personal por la sociedad. Queda ya 
muy lejana la concepción del trabajo como deshon: 
ra, pero todavía resta mucho por hacer para aumen- 
tar la dignidad social de toda tarea. Resulta raquí- 
tica la mera concepción de que las manchas del tra- 
bajo no ensucian, ya que lo importante no es el 
cargo u oficio, sino el modo de desempeñar éstos. 
Mereciendo respeto, por otra parte, toda clase de 
trabajo, ya que toda tarea exige esfuerzo y partici 
pa a su modo en el progreso social. 


Divulgada la formación humana y la especializa: 
ción técnica, el trabajo debe ser asimismo medida 
de la promoción social, permitiendo ascender a si- 
tuaciones de mayor bienestar, de mejor visión cul- 
tural y de más frecuente ocio, considerado, en sen- 
tido griego, como actividad superior de tipo espi- 
ritual o anímico. 


A la aplicación de tales principios de igualdad 
de oportunidades y promoción social aspira el prin- 
cipio IX del Movimiento al defender el derecho de 
todos los españoles, a «una educación general y pro- 
fesional, que nunca podrá dejar de recibirse por 
falta de medios materiales» (recogiendo así el jo- 
seantoniano anhelo de «que ninguna inteligencia se 
pierda por falta de medios económicos»); a «una 
equitativa distribución de la renta nacional y de las 
cargas fiscales»; y a realizar «el ideal cristiano de 
justicia social». 
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Desde nuestro punto de vista, debemos añadir 
que una amplia aplicación de estas programaciones 
que deben ser uno de los primordiales objetivos del 
anunciado plan de desarrollo, hará que todos los 
ciudadanos españoles estén en condiciones de par- 
ticipar responsablemente en el funcionamiento de 
la comunidad nacional democrática. 
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1Y. LIBERTAD Y AUTORIDAD 


Nos dice Fraga Iribarne en La crisis del Estado, 


«que democracia y liberalismo no son dos cosas igua- 


les. Lo que está anticuado es esto último, pero no lo 
primero. La distinción entre ambos conceptos la es- 
tablece con gran acierto Ortega y Gasset: «Demo- 
«cracia y liberalismo son dos respuestas a dos cues- 
tiones diferentes. La democracia responde a esta 
pregunta: ¿quién puede ejercer el poder público? 
La respuesta es: la ejecución del poder público co: 
rresponde a todos los ciudadanos. El liberalismo, er 
«cambio, sigue diciendo Ortega, responde a esta se 
¿gunda interrogante: ejerza quien quiera el poder 
público, ¿cuáles deben ser sus límites? Ya sabemos 
la contestación. 


Tampoco coinciden libertad y liberalismo: «El 
“liberalismo es un conjunto de técnicas o repertorios 
.que sirvieron en ciertos momentos para ciertos 
fines en ciertos países; la doctrina de la libertad es, 
:sin embargo, la gran tradición cristiana de Occiden- 
te, que viene de Grecia y Roma y del Evangelio, y 
.a la cual España, desde Luis Vives hasta el doctor 
“Gregorio Marañón, ha hecho muy grandes aporta- 
-ciones.» Enunciada esta disparidad hay que señalar 
las diversas concepciones que el liberalismo tuvo de 
la libertad. Primero la interpretó como «ausencia 
de restricciones»; después, dada la inferioridad del 
«débil y la exigencia del bien colectivo, la consideró 
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positivamente como «libertad por medio del gobier- 
no», naciendo entonces el intervencionismo estatal. 
Y se ha llegado hoy a pensar que «la libertad sólo 
puede existir cuando está asegurada por la planifi- 
cación; es decir, no puede consistir en limitar los 
poderes del planificador, pero sí en una concepción 
de la planificación que garantice la existencia de 
formas esenciales de libertad, mediante el plan mis- 
mo» (Mannheim). Así, planificar para la libertad es 
la forma lógica que queda de libertad, comentando 
Fraga que «la libertad ha dejado de ser actualmen- 
te un principio de organización política, para con- 
vertirse en una condición de la sociedad política 
bien organizada». Aunque, eso sí, añadimos nos- 
otros, con una condición esencial, ya que el ciuda- 
dano, en cuanto hombre, tiene un destino personal 
anterior y superior a cualquier género de formación 
social, sometido a sus propios fines esenciales y a 
la ley moral libremente realizada. Destino que se es- 
pecifica en ciertos derechos naturales propios de su 
dignidad espiritual, que deben prevalecer sobre el 
poder estatal, como reiteradamente defiende la doc- 
trina de la Iglesia. » 


Establecida la doctrina de la autoridad, como 
perteneciente a la comunidad, se entiende que toda 
auténtica autoridad ha de ser representativa. Quien 
tiene autoridad para gobernar no puede obrar por 
sí y para sí, sino, como afirma Fernández Miranda, 
desde el bien común de la sociedad. Democracia es 
gobierno «para, con y por el pueblo», pero gobier- 
no. El poder del Estado no es gobierno en el sentido. 
de ausencia total de límites. Pero el caso extremo,. 
el abandono al arbitrio de la masa, degenera en una 
nivelación mecánica, y, por ello, es injusticia. La li- 
bertad, como deber moral de la persona, se trans- 


forma entonces en una pretensión tiránica al dar 
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libre desahogo a los impulsos humanos, con daño 
para los demás. 


Una autoridad, para que tenga base democráti- 
ca, ha de tener adhesión popular en su origen. (Cree- 
mos conveniente recordar que pueblo no es lo mis- 
mo que masa. El pueblo vive y se mueve por su pro- 
pia vida... La masa es inerte y no puede ser movida 
sino desde fuera). Y esta originaria adhesión del 
pueblo, no de la masa, deberá convertirse en la ade- 
cuada participación, en cada momento del desarro- 
llo de la autoridad. Para que la autoridad sea repre- 
sentativa ha de respetar y conservar los caminos de 
participación social en el poder, no bastando con el 
primer asentimiento popular que aplaude la subida 
al mando. La historia de Europa ofrece recientes 
ejemplos de dictadura que tuvieron una adhesión 
social originaria. Es más, si la autoridad naciese 
tras la quiebra o ineficiencia de los cauces existen 
tes, habrá de habilitar nuevas vías de representación 
política. Pero, existente la adhesión popular, no 
hemos de mirar con recelo a la titularidad del 
poder. La autoridad, con recta orientación social, 
es facultad de construcción y mejora. Administra 
justicia, crea orden y es alto e imparcial impulsador 
del desarrollo de la comunidad. 


No olvidamos lo que el fallecido Papa Pío XII 
dijo en diciembre del 44 en su discurso sobre la de- 
mocracia: «Manifestar su parecer sobre los deberes 
y sacrificios que se le imponen, no verse obligado a 
obedecer sin haber sido oído: he ahí dos derechos 
del ciudadano.» Pero también dice: «El Estado de- 
mocrático, monárquico o republicano, como cual- 
quier forma de gobierno, debe estar investido con 
el poder de mandar con autoridad verdadera y 
efectiva.» 

La armonía de los principios de libertad y auto- 
ridad, dentro de la franca y frecuente comunicación 
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entre sociedad y Estado, de una parte permitirá la 
defensa del ciudadano, colocándole en condiciones 
de tener opinión personal manifestable y con valor 
político, y, de otra, no buscará un debilitamientu 
del poder público, sino, al contrario, le permitirá 
ser el planificador del bien común. 
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V. SUBSIDIARIDAD, BIEN COMUN 
Y SOCIALIZACION 


Hemos pasado revista a los cuatro principios tí- 
picamente democráticos: igualdad de oportunida- 
des, promoción social, libertad ciudadana y autori- 
dad representativa. Nos restan ahora por ver los de 
subsidiariedad, bien común y socialización. Crite- 
rios los dos primeros defendidos constantemente 
por la doctrina de la Iglesia respecto de la organi- 
zación política de la sociedad, y fenómeno, el ter- 
cero, de candente actualidad, señalado por Su San 
tidad Juan XXIII en la trascendental encíclina «M: 
ter et Magistra», como típico de la sociedad actua 
que se eleva a la categoría de premisa al ser consi- 
derado de modo abstracto y con adecuada orienta- 
ción. Estos nuevos principios que vamos a analizar 
no son exclusivamente democráticos, sino que ex- 
tienden su área de influencia a las demás organiza- 
ciones políticas; no obstante, tienen un preponde- 
rante matiz popular, al defender con firmeza a todo 
hombre o agrupación dentro de una comunidad. 
Derechos naturales que constituyen en esencia la 
dignidad de la persona. 


El criterio de la función subsidiaria, establecedor 
de la prelación entre derechos y deberes en la vida 
social y política, fue formulado por Pío XI en la 
«Quadragessimo anno». Según él «aun siendo ver- 
dad que por el cambio operado en las condiciones 
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sociales, muchas cosas que en otros tiempos podían 
realizar incluso asociaciones pequeñas, hoy son po- 
sibles sólo a las grandes corporaciones, sigue, no 
obstante, en pie y firme en la filosofía social aquel 
grave principio, inamovible e inmutable: como no 
se puede quitar a los individuos y darlo a la comu- 
nidad lo que ellos pueden realizar con su propio es- 
fuerzo e industria, así tampoco es justo quitar a las 
comunidades menores e inferiores lo que ellos pue- 


den hacer, y dárselo a una sociedad mayor y más 
elevada». 


Por tanto, la actuación del poder público, según 
este principio, tiene carácter de orientación, de im- 
pulso, de coordinación, de vigilancia, de suplencia 
y de integración. No tratándose de sobrevalorar la 
actividad particular, personal o asociada, sino de 
fomentar el desenvolvimiento de los grupos socia- 
les, manteniendo la actividad estatal, siempre nece- 
saria para un justo ordenamiento social y para la 
obtención del bien común. 


Unicamente vamos a enunciar este segundo prin- 
cipio del bien común, de sobra estudiado por la doc- 
trina española y que se puede definir como «el con- 
junto de condiciones que toda sociedad debe reunir 
para permitir y favorecer el desarrollo íntegro de 
la persona humana». Desarrollo éste que puede ser 
impulsado por la socialización. El fenómeno socia- 
lización consiste, según Su Santidad, en el cómputo 
de manifestaciones de voluntad, actualmente reite- 
radas y uniformes, que dentro de las comunidades 
humanas constituyen las que las integran, revistién- 
dolas de carácter autónomo con relación a los po- 
deres públicos, y conservando en ellas sus miem- 
bros la consideración y el trato de personas titula- 
res de los derechos naturales que ostentan, iguales 
para todos. Así surgen una serie de grupos, de mo- 
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vimientos, de instituciones para fines económicos, 
culturales, sociales, recreativos, profesionales y po- 
líticos. Opinando la encíclica que si la socialización 
se mueve en el ámbito del orden moral, no sólo no 
trae de por sí peligros graves de opresión, con daño 
de los seres humanos individuales, sino que contrj- 
buye a fomentar en ellos la afirmación del desarro- 
llo de las cualidades propias de la persona. 


De esta forma, la socialización acarrea notables 
ventajas, y los inconvenientes, que pueden surgir, 
deben ser evitados utilizando los mismos medios 
que señala el Papa: autoridad pública con sana con- 
cepción del bien común, y existencia de organismos 
intermedios con autonomía efectiva respecto de los 
poderes públicos. Como afirma Xifra Heras, el ser 
humano aislado carece hoy de oportunidades para 
hacer valer sus aspiraciones y sus intereses más alla 
del nivel medio que se reconoce a todos los hombres 
encuadrados en marcos colectivos que prescinden 
de las diferencias concretas. Siendo, así, la absor- 
ción del individuo por la comunidad una nota ca- 
racterística de la sociedad actual. Los sociólogos 
contemporáneos Mannheim, Freyer, Gehlem, etc, 
subrayan el hecho de la desaparición del individuo 
que aspire a destacar su personalidad individual y 
la necesidad de integrarse en una forma colectiva 
que supone necesariamente la sujeción a presiones 
exteriores. Venía siendo regla de la sociedad bur- 
guesa que las oportunidades individuales, incluso la 
libertad, abstractamente reconocidas, en la práctica 
sólo eran patrimonio de un pequeño sector de la 
población, por encontrarse en estrecha relación con 
las posibilidades económicas individuales. Por ello, 
el recto ejercicio de la socialización producirá un 
nuevo concepto de la democracia, inspirado en el 
sentido cristiano de la justicia, de la persona y de 
la comunidad, que extendiendo la zona del bienes- 
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tar en todos los aspectos, haga plena realidad las as- 
piraciones de libertad e igualdad de la democracia 
liberal, sólo parcialmente cumplidas en ésta. 


Actualmente hay en España claros síntomas de: 
«despolitización de la sociedad». Y ello no sólo es 
debido a la mayor prosperidad, bienestar y nivela- 
ción social, como apunta el citado profesor Xifra 
Heras, sino también porque, según puntualizó Bar- 
tolomé Mostaza, hoy las realidades significan más 
que las ideologías; las realidades de cada hombre, 
sobre todo las realidades colectivas de este y del 
otro sector de la sociedad; observándose que la so- 
cialización de los problemas de convivencia preva- 
lecen sobre el viejo tratamiento que tendía a «abs- 
tractizarlos» sometiéndolos a un esquema ideológi- 
co. La socialización está incrementando la solidari- 
dad y, a la vez, fomentando la libre iniciativa y las 
posibilidades personales, generalmente mal defendi- 
das en la sociedad liberal —individualista—, en la 
cual únicamente eran realidad las correspondientes 
a una minoría. Pero, queda claro que decimos «so- 
cialización» y no «socialismo», pues éste es el pri- 
mer destructor de la iniciativa individual. Para co- 
rroborar esta afirmación, es oportuno recordar las 
previsiones que, sobre las desventajas que produci- 
rá en el futuro el socialismo, hiciera Helbert Hub- 
bard en su célebre artículo, que ha dado la vuelta 
al mundo, «Un mensaje a García»: «A la larga, el 
socialismo puro traerá incapacidad para obrar inde- 
pendientemente, estupidez moral, deformidad de la 
voluntad y falta de disposición para hacerse cargo 
de una cosa y realizarla.» 


No obstante, el temor al socialismo no debe ale- 
jarnos de una sana socialización, que, con la igual- 
dad de oportunidad, la promoción social, la libertad 
ciudadana, la autoridad representativa, la subsidia- 
ridad y el bien común, constituyen un conjunto de 
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principios que han de tener amplia y continua reali- 
zación en una comunidad que desea organizarse de- 
mocráticamente, en un sistema de poder que aspira 
a construir sobre base sólida y justa el diálogo con 
el pueblo del cual es titular. 
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VI. NIVELACION ECONOMICO - SOCIAL 
Y CULTURAL 


Con la democracia tiene aplicación, una vez más, 
el principio «lo bueno cuesta». Como ya advertimos, 
según nuestra opinión, la representación es un sis- 
tema de complejo funcionamiento, y no basta con 
imponerlo legalmente para que tenga correcta apli- 
cación Es necesario una base de justa distribución 
de bienes materiales y culturales, que asiente un mí- 
nimo de estabilidad y orden. Por otra parte, no 
basta con una minoría preparada; es necesario que 
todos los ciudadanos tengan un índice de formación 
cívica que les permita participar con acierto en la 
vida pública. Además, es conveniente que en todos 
los campos de la vida social las actividades que lo 
permitan estén organizadas de un modo represen- 
tativo, creándose de esta forma una general prácti- 
ca democrática que facilite el éxito en la práctica 
democrática política. Estas condiciones sociales de- 
ben existir junto a los principios rectores y a los 
cauces políticos, ya que la cuestión democrática no 
es sólo política, sino también social. Sólo así, el 
voto de la mayoría indicará con mayor justicia y 
razón el camino a seguir por la sociedad. Si tales 
condiciones no existen, nosotros desconfiamos, ava- 
lados por numerosas experiencias históricas, de que 
la democracia sea superior a las demás formas de 


organización política. 
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El primer requisito que precisa la sociedad con- 
siste en una nivelación en el reparto de bienes ma- 
teriales y culturales. Ha de desaparecer por comple- 
to el analfabetismo. Si el poder público tiene que 
escuchar la opinión de todos los súbditos, y éstos 
no saben leer e ignoran las nociones elementales de 
la vida patria, difícilmente podrán formar un juicio 
sobre cuál debe ser el rumbo del Gobierno Nacio- 
nal. A este respecto se ha dado un notable impulso 
en lo concerniente a enseñanza laboral, y en marcha 
está ya el magnifico plan de veinticinco mil escuelas 
de enseñanza primaria y la mejora de dotación para 
los maestros. Pero aún la asignación presupuestaria 
es exigua. El 10 por 100 actual queda corto, y debe 
ser aumentado, por lo menos, a un 15 por 100, como 
en los más avanzados países de Europa. No hay que 
considerar la educación como tarea improductiva, 
sino todo lo contrario. La posesión de una cultura 
general incita al trabajo para mejorar el nivel de 
vida, habiéndose observado que en el crecimiento 
de la renta de un país, el aumento de las aptitudes 
del hombre influye tanto como pueda hacerlo el ca- 
pital. La brevedad que nos exige este trabajo nos 
impide continuar concretando, pero nos permite 
aplaudir las tesis expuestas en el ensayo «Desarrollo 
social de la Cultura», de esta colección Nuevo Hori- 
zonte, que hacemos nuestras. De ellas se deduce 
que, hoy, la educación se ha convertido -en un pos- 
tulado de justicia social. 


Sin embargo, no basta, como creía Jovellanos, 
para crear la base de la democracia-representativa 
española, con una vasta campaña de educación ma- 
siva. Es preciso variar, también, las actuales estruc- 
turas económico-sociales, logrando una más justa 
redistribución. Sólo así podrá iniciarse el diálogo 
entre español y español; de lo contrario, la conver- 
sación sólo puede ser a gritos, o peor aún, en lucha 
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abierla. Es necesario, por tanto, eliminar el hambre, 
la miseria, el suburbio y el pueblo primitivo. En 
este punto es quizá donde la acción del Nuevo Es- 
tado ha sido más amplia y valiente. Los avances han 
sido grandes (seguridad social, relaciones laborales, 
colonización, etc.), pero es preciso culminar la tarea. 
Hay que convertir la empresa industrial en una 
auténtica comunidad, y hay que afrontar la mejora 
del sector campo, fomentando su desarrollo econó- 
mico y su mejor distribución social. Debemos, en 
fin, reducir los desequilibrios provinciales y regio- 
nales, para obtener una mayor unidad y uniformi- 
dad general. 


Es de notar que ambos aspectos, índice de cultu- 
ra general y situación socio-económica, están íntima 
y directamente relacionados, influyéndose mutua- 
mente. Si mejora un aspecto, también lo hace el 
otro, y viceversa. Con esta nivelación de bienes cul- 
turales y materiales se incrementará el número de 
componentes de la clase media, cuyas característi- 
cas son, según se ha dicho, un cierto grado de edu- 
cación, un principio de prosperidad o de renta ga- 
nada, y una relativa seguridad. Cuando en un país 
predomina la clase media, los bandazos son meno- 
res. Tal es el caso de los anglosajones; tal, el de la 
Alemania de hoy, en la que se calcula que el 50 por 
100 del cuerpo electoral pertenece a la clase media. 
Así se convierte en un medio de estabilidad de las 
instituciones políticas, ya que éstas no pueden ser 
duraderas si están expuestas a choques violentos; 
tampoco podrán ser flexibles y matizadas si ha de 
manejarlas una plebe proletarizada e inculta. Por 
el contrario, las clases medias establecen un equili- 
brio entre altos y bajos, y son por sí mismas, coma 
dijo Pío XII, «un elemento de moderación y esta- 
bilidad» tanto social como política. 
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Vil. EDUCACION CIVICA 


Se requiere otra educación, distinta de la gene- 
ral o cultural; esta educación especial es la de ca- 
rácter cívico. Los regímenes totalitarios no exigen 
otra virtud que la obediencia de sus súbditos. Así, 
en la Rusia Soviética, civismo equivale a obediencia 
al partido. Pero el régimen democrático exige, para 
su funcionamiento, ser comprendido y practicado 
por todos los habitantes del país en que se mantie- 
ne. Tal educación tratará de disminuir, entre nos- 
otros, el exceso de individualismo y la consiguiente 
insolidaridad social, deficiencia básica del carácter 
social español, como deduce Martín Artajo, después 
de analizar en su reciente estudio sobre «La con- 
ciencia social de los españoles», el pensamiento de 
distintos ensayistas patrios (Maeztu, Ortega, Bal- 
mes, Pidal, Madariaga, Laín, Donoso, Herrera Oria). 
Deficiencia que Ganivet advierte en la falta de espí- 
ritu constructivo, y Primo de Rivera atribuye a la 
envidia. 

Esta educación cívica no consiste únicamente en 
la exaltación del orgullo patriótico. Ha de buscar, 
además, el desarrollo de la personalidad individual, 
que, al ir madurando, tendrá acceso a la responsabi- 
lidad social. Incluso incluirá aspectos concretos, 
como, por ejemplo, uso del voto o participación en 
una asamblea. 
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El logro de tal educación cívica no es tarea sen- 
cilla, pues a la tradicional dificultad que ello ha su- 
puesto en cualquier época precedente, se une hoy 
la necesidad de preparar al ciudadano para el pro- 
greso tecnológico que caracteriza a nuestra socie- 
dad contemporánea: progreso que si en España no 
ha alcanzado todavía un nivel alto, hállase en ace- 
lerado momento de desarrollo. Sin embargo, se 
cuenta con mejores instrumentos de información 
que nunca hubiera. Según Jean Jousselin («Función 
de la educación cívica en el mundo nuevo»), tres 
son las características de la actual educación cívi- 
ca: 1. El civismo impone más competencia. Se pre- 
cisan hombres más atentos frente a la contextura 
moderna. 2. El mayor ritmo de la historia exige 
a los ciudadanos una permanente adaptación a la 
actualidad. No se termina nunca la educación. 
3. Tensión agudizada entre adolescentes y adultos. 
Hay que evitar que un conflicto entre generaciones 
sustituya a la marxista lucha de clases. Estos pro- 
blemas se plantean, también, en el círculo más re- 
ducido de nuestra Patria. Como tales, reclaman ade- 
cuadas soluciones. Así, es menester que el ciudada- 
no tenga más conocimientos económicos, técnicos, 
jurídicos, internacionales... La educación, por otra 
parte, ha de extender su área de alcance; siendo ne- 
cesaria la educación popular o de adultos. Y, por 
último, la cooperación entre generaciones tiene que 
ser objetivo fundamental del civismo. Ello, a su vez, 
ayudaría a realizar el tránsito de sociedad paterna- 
lista a fraternal, que es la correlativa del estado re- 
presentativo. 


Lograda la conducta cívica que tal educación 
proporcionará, magníficos serán sus efectos. Así, 
existirá una conciencia social defensora, antes que 
el Estado, del orden y de la ley; un mayor sentido 
de responsabilidad respecto de las cargas fiscales; 
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un progresivo respeto hacia todo trabajo u oficio, al 
comprender que cada cual en su misión colabora 
al progreso social. Con la educación cívica se consi- 
gue, además, que el valimiento no prevalezca sobre 
el mérito en la vida pública y profesional; que la 
tarea en equipo sea cada vez más cotidiana en la 
profesión y el festejo; que la literatura guerrera o 
picaresca (desgraciadamente tan «típicamente espa- 
ñola») pierda lectores. Con ella aumenta el respeto 
y comprensión hacia el otro (individuo o grupo) y 
el diálogo con él, no considerándose al compromiso 
público, al igual que el negocio privado, debilidad 
o «pasteleo». En fin, crea un estilo de vida social, 
propio del tiempo de paz, distinto del religioso y 
del militar (aunque se inspire siempre en el primero 
y se convierta en el segundo, cuando la patria esté 
en peligro), consistente en una disciplina general no 
impuesta, sino nacida del juicio personal. 


33 


A e 


Vill. PRACTICA SOCIAL DEMOCRÁTICA 


Vano será todo esfuerzo si es meramente teóri- 
co. Al igual que para saber conducir o empezar a 
nadar no basta con explicaciones, para actuar de- 
mocráticamente es preciso, también, ejercitar lo 
aprendido desde temprana edad y en círculo cada 
vez más vasto. Por ello, creemos conveniente la exis- 
tencia de unas prácticas sociales de carácter repre- 
sentativo. Algunas de ellas pudieran ser las que va- 
mos a tratar. 


En los últimos años de la etapa escolar, y desde 
luego en la universitaria, existirán ocasiones en que 
el alumno manifieste su opinión a las autoridades 
académicas, de un modo reglamentario, sobre la 
marcha del curso, y ello no sólo en las situaciones 
problemáticas, sino en todo caso, según cierta pe- 
riodicidad. Asimismo no vemos mal un cierto «go- 
bierno de los estudiantes» que colaboren con los ad- 
ministradores y con la totalidad de los estudiantes 
en el desarrollo y puesta en vigor de algunas cele- 
braciones académicas y sociales. El sentido demo- 
crático en la vida profesional se manifiesta, princi- 
palmente, con la creación de la citada base inicial 
de igualdad de oportunidades, que permita al más 
capacitado aspirar al puesto mejor y, en todo caso, 
a cualquiera dedicarse a una actividad concorde 
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con su vocación o, al menos, que no la contraríe 
por completo. 


En la actividad económica, la existencia de nu- 
merosas empresas privadas será señal de respeto 
estatal hacia la iniciativa individual. A este respec- 
to, siempre es útil recordar que lo que resulta anti- 
democrático, por lo que tiene de opresión del más 
débil, es el enriquecimiento injusto, pero nunca el 
espíritu emprendedor que la cualidad de empresa- 
rio implica y que, antes al contrario, crea unas 
fuentes de riqueza que posteriormente benefician a 
otros. La frecuencia de la negociación colectiva, 
como reguladora de las condiciones laborales, fo- 
menta un sentido de responsabilidad y colabora- 
ción. El desarrollo de las técnicas de relaciones 
humanas obtiene medidas concretas que implican 
un mayor reconocimiento de la dignidad del traba- 
jador, por sencilla que sea la tarea por él realizada. 
Y, por supuesto, la cogestión, con sus elecciones 
de representantes laborales y la participación de 
éstos en la administración de la empresa, ayuda a 
crear la couciencia de que toda dirección de un 
grupo ha de tener en cuenta, de algún modo, la opi- 
nión de todos sus activos componentes. También 
colabora a crear un ambiente de comprensión de la 
práctica representativa la proliferación de las socie- 
dades cooperativas autónomas, por su gobierno de- 
mocrático, como principio de Rochdale, de perma- 
nente vigencia. 


En el aspecto cultural, un sistema de dimensio- 
nes generales no puede estar enfocado (como acer- 
tadamente se afirma en el citado ensayo «Desarrollo 
social de la cultura») «a quintaesenciar unas mino- 
rías, sino a crear un pueblo de ciudadanos respon- 
sables, capaces de autodirigirse y participar en la 
dirección colectiva. Y, para ello, la educación ha de 
concebirse socialmente, no como un exclusivo siste- 
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ma de selección, sino como una empresa popular de 
promoción cultural». En un sentido más concreto, 
juzgamos, que aspectos aparentemente insignifican- 
tes tienen también su repercusión. Por ejemplo, el 
hecho de que a las conferencias siga un coloquio, 
manifiesta que nadie puede dirigirse a otros de un 
modo dogmático y, por otra parte, ayuda a que la 
actitud del espectador no sea pasiva, sino crítica y 
dialogante. 

Numerosas aplicaciones del sentimiento demo- 
crático son posibles en el campo informativo (pren- 
sa, radio, televisión, cine...) y en la relación del pú- 
blico con la Administración, pero, aplazamos su ex- 
posición hasta los dos capítulos que dedicamos 
¿xpresamente a comentar estas vías de comunica- 
ción socio-estatal. En cuanto a la formación perso- 
nal debemos insistir en su amplitud y apertura. El 
hombre es diálogo, y por ello es animal social para 
Aristóteles. Radicando ahí el origen de la conviven- 
cia humana. Pero, la preponderancia del carácter 
bélico en nuestra historia, con su explosión de éxi- 
tos en Europa y América, ha desarrollado nuestro 
talante de un modo estrecho y cerrado; Ortega ha 
dicho que «si el hombre español es intelectualmente 
poco poroso, se debe a que también es hermético 
en zonas del alma mucho más profundas que el in- 
telecto». Esta predisposición es más visible aún en 
la mujer española: La estrechez mental conduce al 
aislamiento y, así, a la esterilidad, pues el progreso 
está vinculado a la solidaridad, habiendo motivado 
la ausencia de ésta la raíz del atraso científico de 
España, según Cajal. Se impone una múltiple y du- 
radera práctica social de la comprensión, con inter- 
cambios internacionales, correspondencia entre in- 
telectualidad y trabajo, relaciones entre cuerpos y 
profesiones y dominio de nuestra sobreabundante 
pasión, a la par que un incremento de nuestra dosis 
de lógica. Felizmente un nuevo horizonte se alum- 
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bra ya. Hoy son abundantes en nuestra patria los 
congresos y conversaciones de profesionales y de in- 
telectuales, de tipo cultural y de carácter económi- 
co. No escasean las «semanas» y los «cursos» con 
diversos ponentes y amplias intervenciones. El Es- 
tado y las instituciones se orientan en este sentido, 
siendo notable la atención por lo exterior. 


Y, por último, diremos que la multiplicación de 
las «mesas redondas» y el incremento de la labor 
de equipo en todos los campos: científico, deporti- 
vo, expansional, etc.—, ayuda grandemente a la so- 

. lidaridad y ejercita en la designación del más capa- 
citado para dirigir las tareas en las que se requiere 
una autoridad que marque el camino a seguir. El 
ejercicio de estas «prácticas» democráticas ha edu- 
cado cívicamente a sus participantes. A modo de 
ejemplo, diremos que muchas de nuestras cámaras 
universitarias o asambleas cooperativas, en un prin- 
cipio fueron un auténtico «barullo». Poco a poco 
fue imponiéndose el orden, el respetuoso silencio a 
la opinión ajena, la determinación de los temas a 
tratar, etc. 


Con todo lo dicho al exponer las condiciones so- 
ciales no pretendemos, en modo alguno, conseguir 
una «democratización morbosa», repudiada por Or- 
tega en su «Espectador» y consistente en el plebe- 
yismo del pensamiento y del gesto, en una dismi- 
nución en el grado de cortesía y en la elección de 
socios..., sino, al contrario, creemos que dará reali- 
dad a la aspiración anhelante de «devolver a los 
hombres los sabores antiguos de la norma y el pan». 
Al lograr una mejor nivelación de la distribución 
de bienes, «se ligará de una manera más profunda 
al hombre con sus cosas: hogar en que vive, y ta- 
rea de sus manos». Y comprendiendo cada cual, que 
«la norma es mejor que el desenfreno», se capaci- 
tará para participar en el gobierno colectivo. Si 
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creemos que el pueblo no está preparado para ejer- 
cer el control nacional con discernimiento, el rem:»- 
dio no consiste en quitarle ese control, sino, como 
decía Thomas Jefferson, en capacitarle para él. 
Pero tal capacitación es necesaria. La democracia 
no puede surgir de repente, ya que la representa- 
ción popular en la vida pública, no sólo es tema 
político, sino también social. Con ello no decimos 
en modo alguno que las vías políticas de represen- 
tación no han de usarse hasta que se cumplan las 
condiciones sociales citadas, sino que la existencia 
de éstas ayuda grandemente al uso feliz de aqué- 
llas; es más, el olvido de que se precisa una base 
social sobre la que pueda cimentarse el sistema po- 
lítico, ha sido, a nuestro juicio, la causa profunda 
del fracaso de muchos sistemas representativos. 
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X. REPRESENTACION POLITICA 


Vistos los principios incorporadores del pueblo 
al primer plano de la vida nacional y las condicio- 
nes que la sociedad necesita reunir para ser ade- 
cuado titular de tal ascensión, nos resta examinar 
ahora los particulares caminos de ejercicio demo- 
crático. Empezaremos analizando la representación 
popular la cual, al ser imposible en la práctica la 
fórmula directa, se ha convertido en el centro de 
gravedad de la democracia normalmente consti- 
tuida. 

La representación es la nota política preponde- 
rante en la vida contemporánea del Occidente, sien- 
do el modo de designar los mandatarios el sufragio 
universal sentado sobre base racional individualis- 
ta. Pero, para que la representación popular sea 
auténtica y eficaz, no es necesario' que utilice preci- 
samente tal modo de sufragio inorgánico. Abstrac- 
tamente es concebible; sin embargo, en la práctica 
es deficiente y superable. Una democracia orgánica 
se acomoda mejor a la realidad de la estructura so- 
cial, que es orgánico (conjunto de grupos u órganos, 
como vimos). Tal opinión no niega, ni menosprecia 
la elección, antes bien, procura acudir a las fuentes 
naturales y auténticas de opinión pública. El refe- 
rendum, en toda forma democrática es de capital 
importancia, ya que, además de realizar una fun- 
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ción es una garantía de fidelidad de los gobernan- 
tes; para corregir los fallos del sistema de repre- 
sentación política, como dice Martín Artajo, hace 
falta que el pueblo, que permanece en el llano, ten- 
ga algún modo de manifestarse directamente. 
Definida la democracia orgánica, por Torcuato 
Fernández Miranda, como «la organización que, re- 
cogiendo todas las aportaciones positivas de la His- 
toria y basada en el postulado de la dignidad de la 
persona humana, realiza la participación y presen- 
cia del pueblo en el Estado por los cauces naturales 
históricos y no por las creaciones artificiales y ex- 
trínsecas», debemos añadir, que no viene determi- 
nada tanto por sus textos constitucionales como 
por la autenticidad y vitalidad de la estructura so- 
cial. Esta estructura se traduce en una gama exten- 
sa y compleja de grupos (asociaciones, si buscan un 
fin particular; instituciones, si persiguen un objeti- 
vo de carácter general) en que la sociedad consiste. 
Srupos sociales intermedios entre el individuo y el 
Estado, a través de los cuales cada individuo parti- 
cipa en la actividad colectiva. La importancia de 
tales grupos se destaca por un hombre de pensa- 
miento tan libre como Aldous Huxley cuando, refi- 
riéndose a la solución de los problemas planteados 
por la actual sociedad de masas, afirma: «Un hom- 
bre establece contacto directo con la sociedad de 
dos maneras: o como miembro de un grupo fami- 
liar, profesional o religioso, o como miembro de 
una multitud. El problema no tiene solución si se 
le busca únicamente por la vía burocrática; hay que 
restaurar los núcleos primarios». Uno de esos pro- 
blemas que inquietan a la sociedad actual es el de 
la forma de representación política, no debiendo ser 
ésta meramente numérica, e individualista, para 
evitar su masificación. El vigor y reconocimiento de 
los núcleos primarios consolida la estructura social, 
estabilizando de esta forma la convivencia política. 
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La sociedad es la que ha de estar representada en 
el Estado, y ella no es sólo un conjunto de indivi- 
duos, sino también, un conjunto de grupos o nú- 
cleos. 

Se acusa cierta evolución del fenómeno repre- 
sentativo occidental en este sentido. Mannhein, en 
«Freedon, Power and Democratic», nos hace caer en 
la cuenta de que: «Es notable una revisión de los 
supuestos individualistas democráticos-representati- 
vos. El sistema representativo tiende a ser la orga- 
nización política que utiliza todas las fuerzas socia- 
les, y el gobierno no debe regir sólo millones de in- 
dividuos, sino que ha de controlar y coordinar los 
elementos básicos constitutivos de toda comunidad. 
Además, los electores no deben ser considerados 
como una mera suma numérica, sino como seres 
insertos en fuerzas y formas sociales, lo cual señala 
la responsabilidad del ciudadano concreto dentro 
de tales fuerzas y formas. Por ello, la consideración 
de estas fuerzas y formas sociales como auténtica 
base del sistema representativo, apunta al reconoci- 
miento de un pluralismo social que trasciende la 
lejana base racional-individualista». Señala Carlos 
Ollero que esta transformación de la democracia 
representativa no ha tenido aún un encaje institu- 
cional apropiado. Sin embargo, algo se ha hecho. 
Así, el artículo 2.” de la actual constitución italiana, 
dice: «La República reconoce y garantiza los dere- 
chos inviolables del hombre, tanto como individuo, 
como inserto en formaciones sociales donde se des- 
envuelve su personalidad». 

En nuestra patria la ley de Principios del Movi- 
miento establece que «la participación del pueblo 
en las tareas legislativas y en las demás funciones 
de interés nacional se llevará a cabo a través de la 
familia, el Municipio, el Sindicato y demás entida- 
des con representación orgánica que a este fin re- 
conozcan las leyes» (VIII). Ya en el principio VI 
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había dicho: «Las entidades naturales de la vida 
social, familia, Municipio y Sindicato, son estructu- 
ras básicas de la comunidad nacional. Las institu- 
ciones y corporaciones de otro carácter que satisfa- 
gan exigencias sociales de interés general, deberán 
ser amparadas para que puedan participar eficaz- 
mente en el perfeccionamiento de los fines de la 
comunidad nacional». 

Desarrollada esta legislación y en plena vigencia, 
España estará representada a través de sus unida- 
des, consiguiendo así la «reconstrucción de esos va- 
lores orgánicos, que se llaman el individuo, la fami- 
lia, el Sindicato, el Municipio, unidades naturales de 
convivencia». (José Antonio. Discurso en el Cine 
Madrid. 17 noviembre 1935). De esta forma, median- 
te estos cauces la comunicación política entre socie- 
dad y Estado será real. 


X. REPRESENTACION LEGISLATIVA 


España, que tiene antecedentes precursores del 
sistema democrático, como son, su concepción de 
la dignidad del hombre y sus medievales Cortes, en- 
cuentra en las de hoy el camino abierto a su prin- 
cipal representación política, de tipo orgánico, y no 
corporativo, como recalca el catedrático de Derecho 
Político de la Universidad de Oviedo, Torcuato Fer- 
nández Miranda. Se trata de una participación de 
los ciudadanos españoles a través de la estructura 
orgánica del pueblo, en instituciones sociales defi- 
nidas y con esfera propia. Si bien de acuerdo con 
la Ley de Cortes de 1942 podría considerarse, como 
ha afirmado Ruiz del Castillo, que las Cortes son 
un órgano de órganos, es de resaltar, según criterio 
de Sánchez Agesta, que las Leyes fundamentales de 
Sucesión y de Referendum y la última de los Prin- 
cipios Fundamentales, han venido a esclarecer que 
esas instituciones son sólo cauce por el cual actúa 
la representación; y es que esos órganos represen- 
tados son, a su vez, representativos de las entidades 
menores. 

Damos por sabida la composición del superior 
órgano de participación del pueblo español en las 
tareas del Estado, y creemos que nadie ignora las 
funciones que le corresponden: ordinaria, de tipo le- 
gislativo y extraordinarias, que determinan la ley de 
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Sucesión. Nosotros vamos a hacér una referencia 
general de las reformas de carácter representativo 
introducidas por el vigente Reglamento, aprobado 
por Ley de 26 de diciembre de 1957, el cual, además 
de facilitar el funcionamiento de las mismas, ha- 
ciendo más expedita su acción, acrecienta el control 
de la Administración del Estado y la audiencia de 
la opinión pública. Aumentan también las aplicacio- 
nes de los principios de información y diálogo, tí- 
picos de toda organización democrática. 

La posibilidad de investigar la actuación de la 
Administración pública, no sólo mediante ruegos y 
preguntas, sino también, con interpelaciones permi- 
te que, aunque el régimen político de España no sea 
de tipo parlamentario demoliberal, las Cortes pue- 
dan fiscalizar la gestión del Gabinete; ya que los 
procuradores que las componen pueden reglamenta- 
riamente pedir cuenta de sus actos a los ministros. 
de esta forma es posible el diálogo entre nuestra 
Cámara legislativa y el Gobierno, y si éste no se 
produce, no cabrá echarle la culpa al Gabinete, sino 
a la pasividad de los procuradores, pues los minis- 
tros están obligados a contestar, aceptando el de- 
bate público sobre el tema. La permisión de éstos 
(debates en el Pleno) y la posibilidad de defender 
enmiendas y votos particulares, son síntomas de ca- 
rácter representativo, los que, unidos a las nuevas 
concreciones del principio de información, cuales 
son, la mayor publicidad del funcionamiento de las 
sesiones plenarias y la ampliación del contenido del 
«Boletín Oficial de las Cortes», ponen de manifiesto 
el deseo de oír la opinión pública y respetar la má- 
xima informativa, «luz y taquígrafos», irrenuncia- 
bles derechos ciudadanos. Cabe un proceso de per- 
feccionamiento, a la vez que una mayor apertura 
deliberante y más amplia información pública. 

Precisamente en la vida parlamentaria se mani- 
fiesta más claramente la necesidad de unas deter- 
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caso de fallar e le ee ios 
arrollo. La nivelación eco oso e 
junto a una práctica ed ide, a ad 
' : ucación cívica, son presu- 
o 
: , y ministro de Informa- 
ción, Sr. Fraga Iribarne, ha puesto de relieve el ca- 
rácter corrosivo que tal olvido ha supuesto en la 
vida política hispanoamericana. («Sociedad, política 
y Gobierno en Hispanoamérica»). 
Nos parece oportuno poner de manifiesto ciertos 
indicios de crisis parlamentaria que se acusan en la 
organización democrática actual, por el intento de 
prevalencia gubernamental y por las cesiones que 
el Parlamento se ve obligado a realizar en favor de 
la Administración y de los técnicos. Ello se debe, en 
buena parte, a la celeridad y competencia que hoy 
precisan las decisiones políticas, no permitiendo 
espera y sin conformarse con generalidades. Por 
ello, además de no relegar al olvido nuestra tradi- 
ción patria, es conveniente tener una concepción 
vigente del supremo órgano representativo, no cre- 
yendo perfectos los modelos extranjeros; y sí bus- 
car soluciones para la problemática actual (ratifica- 
ción de confianza, separación de funciones...) 
Anunciado por el nuevo Gobierno, en su prime- 
ra importante declaración ministerial del 13 de julio 
de 1962, un empeño de acentuar la colaboración de 
los españoles en las tareas públicas, es de esperar 
un perfeccionamiento de nuestro supremo órgano 
de representación, en cuanto a los cauces por los 
que se constituye y respecto a la atención de la opi- 
nión pública, particularmente en el control adminis- 
trativo, pues el nivel técnico de las leyes en él elabo- 
radas, ha tenido general aceptación. En este sentido 
comenzó a orientarse el Reglamento comentado y 
en él se reafirma la declaración citada. 
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XI. REPRESENTACION FAMILIAR 


La sociedad cristiana se asienta en la familia, 
grupo inicial del ser, y en el trabajo, que permite 
el sustento. Es la familia el más antiguo y natural 
de los agregados sociales. Ahora bien, dado que aquí 
la consideramos únicamente como cauce político de 
representación, estamos dispensados de tratar mu- 
chos de sus aspectos, tales como sociológico, histó- 
rico, jurídico, etc., aunque sí hemos de aportar al- 
£gunas precisiones en cuanto a su concepción. 

Con Xifra Heras, al que seguimos, hemos de re- 
chazar la concepción primitiva de la familia domi- 
nadora del Estado (realidad multiforme que consti- 
tuía, en germen, todas las demás sociedades, inclu- 
so el propio Estado), así como la tesis opuesta, la 
familia anulada por el Estado (las tendencias que 
han propugnado su desaparición han tenido que 
reaccionar después advirtiéndole como una necest- 
dad social básica). Tampoco aceptamos la actitud 
individualista (basada en la ignorancia de todo gru- 
po intermedio entre el hombre y el Estado). La pos- 
tura acertada es aquella que implica un reconocl- 
miento de la familia por parte del Estado. Y, mejor 
aún, la integradora de la familia en el Estado, do- 
tándole de presencia en la vida pública. 

El régimen español empezó por reforzar las ba- 
ses jurídicas de la familia española, para hacerla 
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una y estabie (indisolubilidad del vínculo matrimo- 
nial, protección a la familia numerosa, deducciones 
fiscales, vivienda, etc.). Sobre esta base se inició el 
desarrollo de la representación familiar por su tras- 
cendental función social, atribuyendo a los cabezas 
de familia la elección de un tercio de los Ayunta- 
mientos. Pues, bien, continuando en esta línea, la 
constitución de un sistema representativo en torno- 
a la familia, puede ser un paso decisivo en su em- 
presa de creación política. 


El mencionado autor cita una encuesta realizada 
en 1953 por el Instituto Francés de la Opinión Pú- 
blica, sobre las instituciones que más prestigio me- 
recían. La familia ocupó el tercer lugar, después 
de la paz y de la libertad. «Este solo hecho —dice— 
es lo bastante elocuente para que quede justificado 
el acceso de los intereses familiares a la vida pú- 
blica, pero, además no hay que olvidar que la fami- 
lia es superior al Estado en orden a sus fines». «La 
familia, como sociedad natural de la que han surgi- 
do todas las demás sociedades, debe tener presencia 
activa en los poderes públicos». Así lo reclama el 
Código de Malinas y lo definen las conclusiones del 
Primer Congreso Nacional de Familia Española. 
(Incluso en 1946 el Presidente Truman propuso la 
aprobación de una declaración universal de los de- 
rechos de la familia). 


Las citadas conclusiones se centran especialmen- 
te en la necesidad de organizar e impulsar el naci- 
miento de asociaciones de cabezas de familia, diri- 
gidas a encauzar la participación de éstas en las 
tareas públicas. Se prevé el establecimiento de Con- 
sejos Provinciales de Asociaciones Familiares, dota- 
dos del carácter de corporaciones de derecho públi- 
co, y con fines principalmente representativos. Los 
Consejos y las Asociaciones Familiares de ámbito 
nacional se integrarían en una Federación Nacional 
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dotada de personalidad jurídica-pública. Así, la aso- 
ciación familiar, constituida de abajo arriba, será 
apta para defender los derechos del individuo (en 
cuanto miembro de la familia) y de la familia mis- 
ma, instrumentando, además, la representación po- 
lítica. 
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All. REPRESENTACION MUNICIPAL 


Aunque el legislador estableciera el carácter ex- 
clusivamente económico-administrativo del Munici- 
pio, dice Ruiz del Castillo, su aspecto político no 
desaparece. Tal el nombramiento y poder de sus 
órganos rectores, su forma de incorporarse a la es- 
tructura del Estado, etc. Incluso el tipo y forma de 
organización del Estado influyen en el tipo y forma 
de organización del Municipio. Por ello, en numero- 
sos Estados extranjeros, «es notorio el carácter po- 
lítico de las entidades locales; así es como las colec- 
tividades territoriales integran una de las Cámaras 
políticas y designan o cooperan en la designación 
del Jefe del Estado en Francia y ahora en Portugal. 
El Senado de la actual Constitución francesa de 
1958, responde a la misma interpretación que dio 
Gambetta al de 1875, Gran Consejo de los Muni- 
cipios». . 

La estructura básica del Nuevo Estado no es 
sólo sociológica, sino también política. La Ley del 
Régimen local establece que «el Estado se halla in- 
tegrado por las Entidades naturales que constituyen 
los Municipios, agrupados territorialmente en pro- 
vincias». Esta misma ley estableció que la represen- 
tación en el Municipio se realice mediante el cauce 
familiar, el cauce sindical y de todas las demás 
agrupaciones relevantes en el sector local. A su vez 
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el Municipio tiene representación en el Consejo del 
Reino y en las Cortes. En el primero, por un miem- 
bro, y en las segundas por el número mayor de re- 
presentaciones natas y electivas. 

Sin embargo, no son las elecciones el modo ex- 
clusivo de colaboración en la vida municipal. Debe 
existir el interés del vecino por los problemas loca- 
les. Con razón se dice en el ensayo «Pueblo español» 
de esta colección Nuevo Horizonte, que «es una 
pena la ausencia, en cada pueblo, de asociaciones 
y Operaciones espontáneas en favor de la calle lim- 
pia, del camino transitable, de la mecanización 
agraria, de la escuela bien dotada y bien concurri- 
da, del «sitio», en fin, que enorgullece a los propios 
y atrae a los extraños». Quizás la falta de iniciativa 
local se deba a una excesiva centralización por par- 
te del Estado, y personalmente a un cultivo de la 
vida familiar y patria, con olvido de la vecinal. 
Pero el cultivo de la vivienda y de la nación no debe 
ser exclusivo. Importa, también, la calle y la ciudad. 
Aprendamos, no sólo de los países ricos (Estados 
Unidos, Inglaterra), sino también de otros más si- 
milares a nosotros, como Italia y Francia, donde 
existe un extraordinario interés por las cuestiones 
municipales (educación, recreo, urbanización mo- 
derna, etc.). Por eso, es deseable que pronto brote 
un interés grande por lo municipal, surgido no sólu 
de la representación política y de una mayor des- 
centralización administrativa, sino también de la 
iniciativa personal y asociativa. Desde nuestra in- 
quietud europea, digamos aunque sólo sea de paso, 
que meses atrás se ha celebrado en Viena la VI Con- 
ferencia de la Municipalidad Europea, a la que han 
asistido representantes de los países de la Europa 
libre. El movimiento de integración (aunque, claro 
es, no de unificación), que en tantos órdenes regis- 
tra el viejo continente, se deja sentir también en 


el nivel municipal. 
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XIll REPRESENTACION SINDICAL 


Podemos distinguir, mos dice Juan José Bellod, 
dos vertientes por las cuales se realiza la represen- 
tación de la Organización sindical. Una, interior, den- 
tro de ella misma; otra, exterior, teniendo presencia 
en distintos organismos públicos. 

Hablar de la primera equivale a repasar la es 
tructura sindical española. Así, yendo de un ámbit 
menor a mayor, un primer escalón de la representa 
ción son las Células sindicales (empresa; familias 
artesanas, campesinos y pescadores, y productores 
independientes). Estas células están integradas a 
continuación en las llamadas Entidades sindicales 
menores: Hermandades sindicales de Labradores y 
Ganaderos; Gremios artesanos; Cofradías de Pesca- 
dores; Sindicatos de Empresas. Constituyen un ter- 
cer paso ascensional los Sindicatos provinciales, las 
Cámaras oficiales sindicales agrarias y las Centrales 
nacionales-sindicales. Por último, el ámbito mayor 
es abarcado por los Sindicatos Nacionales y Junta 
Nacional de Hermandades. Fuera de sí, la Organi- 
zación sindical forma parte de numerosos organis- 
mos de carácter político, administrativo y técnico. 
Destaca por su importancia la representación sindi- 
cal en el Consejo del Reino, en las Cortes (con nú- 
mero que, si bien no puede exceder a la tercera 
parte del total de procuradores, llega hoy a 159), en 
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los Organismos del Movimiento, en el Consejo de 
Estado, en los Ayuntamientos (con una tercera par- 
te de concejales elegidos por las entidades sindica- 
les ubicadas en el municipio). 

Además hay presencia sindical en distintos or- 
ganismos de carácter social, económico, educativo, 
etc. Así, Consejo de Trabajo, Institutos Nacionales 
Laborales, Consejos de Enseñanza Nacional y Supe- 
rior Bancario, Instituto Nacional de Coulonización,. 
Consejos Nacionales de Educación, Prensa, Vivien- 
da y Sanidad, etc. 

«De acuerdo con el sistema de democracia orgá- 
nica, los cargos representativos de las entidades que 
integran la Organización Sindical se provcerán por 
elección de los trabajadores y empresarios respec- 
tivos, mediante sufragio libre, igual y secreto». Así 
el artículo 1.” del Reglamento General de Elecciones 
Sindicales de 19 de julio de 1960. Estableciéndose, 
en el artículo siguiente, el carácter local, provincial 
o nacional de los cargos sindicales representativos 
y conforme a la estructura ya descrita. Siendo la 
elección, directa para los cargos de ámbito local e 
indirecta respecto de los provinciales o nacionales; 
exigiéndose, para garantizar la autenticidad repre- 
sentativa, cuando se provean cargos en entidades je- 
rárquicamente escalonados en los ámbitos local, 
provincial y nacional, para el acceso a los cargos 
superiores, la previa elección del titular para los 
inferiores correspondientes. 

Párrafo aparte merecen los Congresos Sindicales 
que se han creado para cumplir estos objetivos: 
Reunir en una sola convocatoria deliberante, todos 
los años, a los obreros, a los técnicos, a los empre- 
sarios y dirigentes, para examinar los problemas 
económicos, sociales o institucionales de los españo- 
le. Constituir la voz nacional más representativa, en 
función de la pureza en la elección de los represen- 
tantes y en el libre y ordenado ejercicio de la opi- 
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nión. Ser testimonio ante el poder Público y acicate 
para trabajadores y empresarios. Y, por último, dar 
ocasión a una autocrítica vital, ordenada y fecun- 
da en el seno de la Organización Sindical. La mera 
lectura de tales empeños nos habla de la importan- 
cia de los Congresos y la repetición anual, de su 
progresiva influencia. Antes de la celebración de su 
segundo pleno, el Ministro Secretario General dijo 
que: «La Ley Sindical de 1941 se ha quedado vieja 
en muchos aspectos, y es necesario, por tanto, pro- 
ceder a su revisión.» Así es previsible una mejora de 
los cauces representativos sindicales, lo cual encie- 
rra una gran trascendencia, pues el pueblo español 
está aprendiendo la democracia orgánica, en gran 
parte, en el sindicalismo. 
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XIV. GOBIERRO. INDIVIDUO. 
ASOCIACIÓN 


Son éstas, tres facetas de la vida política, a las 
cuales un sistema democrático califica de un modo 
particular. Se trata de tres entidades que son afec- 
tadas en la relación de la sociedad con el Estado. 
Vamos nosotros ahora a verlas por separado. 


Gobierno: Pese 2 ser un claro síntoma de la vida 
política actual que el Gobierno nacional sea un 
combinación del arte de los políticos y el conoc 
miento de los técnicos, y que esta conjunción de pi 
deres ha alejado a la masa de la competencia nece- 
saria para intervenir acertadamente en la orienta- 
ción de los asuntos públicos, una concepción demo- 
crática, defensora de las libertades personales, im- 
pregnará de un indudable sentido representativo a 
las tareas gubernamentales. Y según ella, el supre- 
mo órgano ejecutivo, venciendo tentaciones autori- 
tarias y por encima de excesos tecnocráticos, al ser 
delegación de poderes por parte del pueblo, tendrá 
siempre como norma «no servir al interés de grupo 
o de clase», ni incluso «a señor que se pueda morir»; 
esto es, actuará únicamente por el bien general pa- 
trio. y bajo la ley moral. «Si el reino de la política 
es de este mundo, según Finer, sólo se entiende por- 
que hay otro reino que no es de este mundo» (El 
Nuevo Anti-Maquiavelo. Fraga). 
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El Estado español, que se declara formal y ex- 
presamente representativo y católico en nuestras 
Leyes Fundamentales, debe seguir siempre un rum- 
bo libre de intenciones parciales y conforme a la 
ética cristiana. En un sentido más jurídico y con- 
creto, debe señalarse la trascendencia que tuvo la 
promulgación de la Ley del Régimen jurídico de la 
Administración del Estado, que delimita la compe- 
tencia de los órganos de la Administración Central, 
y establece un régimen jurídico para las disposicio- 
nes y resoluciones administrativas, al tiempo que 
reconoce la responsabilidad del Estado y de sus 
autoridades y funcionarios. En su preámbulo anun- 
ció una próxima Ley especial que, atendiendo a su 
naturaleza política, delimite las atribuciones pro- 
pias de la Jefatura del Estado. La referida Ley del 
Régimen Jurídico de la Administración del Estadu 
ha supuesto un paso trascendental en el proceso de 
sujeción de nuestro Estado a la Ley. Pues bien, crea- 
da la referida Ley Orgánica Fundamental y desarro- 
llados los derechos reconocidos por nuestros textos 
constitucionales, tarea a la que se aplica actualmen- 
te la Comisión de Leyes Fundamentales, como lo ha 
hecho la Ley de 22 de diciembre de 1960 con el de- 
recho de petición (manifestación particular de de- 
mocracia directa y al que no somete en su ejercicio 
a ningún trámite técnico especial), se logrará un 
mayor avance en el sentido del Estado de Derecho. 

Individuo-persona: La concepción cristiana del 
mismo como «ser portador de valores eternos» (Ley 
Fundamental de Principios del Movimiento) y su in- 
clusión dentro de los «valores orgánicos que deben 
ser reconstruidos» (José Antonio), nos hablan de la 
trascendencia que tiene en todo caso y, por ello, en 
la representación política. Tal doctrina es fiel a 
nuestro más puro abolengo histórico, pues el tipo 
de civilización cristiana realizado sobre nuestra 
tierra, ha partido siempre del hombre, al que no 
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sólo ha defendidce en toda ocasión, sino incluso exal- 
tado en las lecciones de Salamanca. Enseñanzas que 
tienen plena actualidad, pues pocas épocas históri- 
cas como la que hoy vivimos han clamado de modo 
tan urgente por una reivindicación de la dignidad 
interna del individuo, frecuentemente reducido a un 
mero «material humano», desde varios sistemas eco- 
nómicos o a simple número para dispares ideologías 
políticas, lo cual ha ocasionado así una progresiva 
pérdida de la responsabilidad personal en el mundo 
contemporáneo. Nuestra doctrina y nuestra prácti- 
ca es una solución a este problema, al recuperar 
para la persona la convicción religiosa y el orden 
moral objetivo. Solución que debe ser completada 
por la ejecución por parte de las instituciones del 
papel que les corresponde, salvando para el indivi- 
duo un área propia e intransferible. Y es que, por 
propia dinámica interna, las instituciones tienden 
siempre a proyectarse frenando la responsabilidad 
personal. 

La participación de los individuos en la sociedac 
reviste dos aspectos, según afirma el sociólogo de 
Harvard, Parsons. Siendo un primer aspecto el de 
posición o «status» de carácter estático, consistente 
en el dónde, en la situación que ocupa el individuo 
en el sistema social, y el otro, de tipo dinámico, «es- 
tofer», consistente en lo que el actor hace en sus 
relaciones, visto el contexto de su significación fun- 
cional para el sistema social. Por estos dos modos 
de participar el hombre en la vida social ha de atc- 
nerse a pautas de conducta, de cuyas normas se de- 
rivan los derechos y obligaciones en que consiste su 
conducta social. Derechos y obligaciones ineludibles 
ambos. Tal tesis está plenamente concorde con la 
visión social democrática. Algunos creen que tal 
concepción reafirma únicamente los derechos indi- 
viduales, olvidando la crítica de Maritain: «La ver- 
dadera hazaña del siglo XVIII fue el sacar a plena 
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luz los derechos humanos..., pero desplazaron la 
atención de las obligaciones del hombre..., y ambas 
cosas, derechos y obligaciones, están contenidos por 
igual en las exigencias del derecho natural.» Otros, 
por el contrario, recalcan su predicación sobre el 
servicio militar, el respeto al código de la circula- 
ción o la obediencia a los cargos fiscales, sin recor- 
dar que manifestar su propio parecer sobre los de- 
beres que le vienen impuestos, y no estar obligado 
a obedecer sin haber sido escuchado, son dos dere- 
chos de todo ciudadano, según Pío XII. 


Pero no sólo el concepto que merece y los dere- 
chos y obligaciones que le competen deben ser ana- 
lizados al tratar del individuo en particular; convie- 
ne también hacer una referencia a la mujer, a la 
cual en tantos países y durante tanto tiempo se le 
ha colocado en un segundo plano y en situación in- 
justa de inferioridad. Precisamente el puesto que se 
le adjudique en la vida social es uno de los más 
significativos datos indicativos del nivel de progre- 
so y civilización de un pueblo. En España, gracias 
a ciertas corrientes de opinión de tipo particular, y 
a la ancha y tenaz labor de la Sección Femenina, se 
creó un ambiente propicio para el éxito de un pro- 
yecto legal, hoy vigente, que reconoce la igualdad de 
derechos políticos, profesionales y de trabajo de la 
mujer, con importantes repercusiones en el campo 
representativo por nosotros analizado. 


Asociación: La sociedad es un conjunto de varios 
grupos sociales, según la tesis que defendemos. La 
representación orgánica tiene por objeto la puesta 
en contacto de tales formas sociales con los órganos 
estatales. Hemos visto cómo se realiza este enlace 
respecto de la familia, el municipio, el sindicato y 
el individuo particular, restándonos ahora aludir a 
la conexión democrática de las restantes agrupacio- 
nes existentes en una comunidad popular, que, en 
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Sociología, reciben el nombre genérico de «asocia- 
ciones». Tales asociaciones, hablamos en sentido am- 
plio, tienen su pleno reconocimiento en la funda- 
mental Ley de Principios del Movimiento, cuando 
dice: «Las instituciones y corporaciones que satis- 
fagan exigencias sociales de interés general deberán 
ser amparadas, para que puedan participar eficaz- 
mente en el perfeccionamiento de los fines de la co- 
munidad nacional.» Resulta razonable y hasta téc- 
nica la alusión separada a los cauces familia, muni- 
cipio y sindicato, respecto a las demás instituciones 
y corporaciones, ya que los primeros (familia y mu- 
nicipio) tienen un carácter más natural, pertenecien- 
do el individuo a ellos de un modo necesario, y 
habiendo cobrado el sindicato, asociación profesio- 
nal, tal importancia que es hoy cimiento imprescin- 
dible, natural podríamos decir también, del orden 
social; de modo distinto, nuestra participación en 
las asociaciones es libre. Pero ello no le resta rele- 
vancia, ya que el pueblo convive y se hace visible 
en numerosas formas sociales: unas, las comunida: 
des naturales, familia y municipio; otras, las institu- 
ciones y corporaciones de carácter público, profe- 
sión, iglesia, milicia. «También se hace presente, se- 
gún Fueyo Alvarez, en todo el rico tejido asociativo 
que hay que fomentar, y que se ligue a la educación, 
a la cultura, al deporte y hasta al ocio con digni- 
dad» (Pueblo y Estado). Fomento que reconoce el 
papel que la capacidad asociativa ha desempeñado 
en el impulso histórico. Desde nuestro punto de 
vista, debemos añadir que las asociaciones y la auto- 
nomía local son dos diques necesarios, destacados 
por el gran teórico de la democracia Tocqueville, 
para defender las libertades individuales de la cre- 
ciente intervención estatal y de la excesiva concen- 
tración de poderes. Opinión que guarda plena orto- 
doxia respecto de la doctrina política pontificia que 
predica la subsidiariedad y aplaude la recta socia- 
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lización. Un sentido de política popular con inter- 
vención en el orden asociativo y provincialización 
estatal ha sido, a su vez, anunciado por los dirigen- 
tes del Movimiento. Así vigorizadas las unidades so- 
ciales, el pueblo cobrará plena presencia ante el 
poder público. 
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XV. COMUNICACION ADMINISTRATIVA 


Desde un principio estamos afirmando que, a 
nuestro juicio, la democracia, o radicación del poder 
en el pueblo, es una cuestión que excede a la mera- 
mente constitucional y sufragista; que es un tema 
que debe abarcar todo aquello que constituye un 
conducto entre comunidad social y orden político, 
comprendiendo la puesta en práctica de numerosos 
dispositivos de coloquio entre gobernantes y gober 
nados. Pues bien, una de las dualidades o relacione: 
que la concepción democrática convierte en comunj- 
cación abierta y varia es la relación Administración- 
ciudadano. La presente vida ciudadana en sociedad 
tecnológica y estado intervencionista acusa despoli- 
tización; las especializaciones técnicas y los trámi- 
tes burocráticos consumen gran parte del tiempo 
disponible por el particular, el cual vencido por el 
<ansancio, en el fin de su jornada no le quedan áni- 
mos para latir con los problemas públicos, ni luz 
para meditar los complejos temas políticos. Debido 
a esto y a la progresiva realización de la justicia so- 
cial, lo estrictamente político va perdiendo interés, 
resultando, a la vez, que es en lo técnico-económico 
y en lo administrativo donde el individuo quiere mu- 
chas veces ver respetada su dignidad y tener parti- 
cipación personal activa. De ahí, la importancia de 
una adecuada comunicación entre Administración y 
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público en el seno del moderno Estado empresa in- 
tervencionista. 

Siempre se ha considerado en España que la fun- 
ción administrativa es una tarea de servicio y no 
un poder de coacción, y, sin embargo, en los últimos 
años ha habido notables avances legales en este sen- 
tido. Las leyes de Expropiación Forzosa, que recono- 
ce la responsabilidad de la Administración, la Juris- 
dicción contencioso-administrativa, señalando los 
recursos que puede interponer el administrado; la 
de Procedimiento Administrativo (inexistente en mu- 
chos países), marcando los trámites que debe cum- 
plir la actuación administrativa, junto con la crea- 
ción de oficinas de información, reclamaciones e ini* 
ciativas, y la determinación de los efectos que oca- 
sionan el silencio administrativo, constituyen un 
verdadero código administrativo inspirado en la ga- 
rantía jurídica del administrado. Todo lo cual, como 
se ha dicho desde el exterior, ha colocado la legisla- 
ción administrativa española en destacada vanguar- 
dia dentro del derecho amparado y, por otra parte, 
en excelente punto de partida para ulteriores me- 
joras. 

Pero no basta con el enfoque jurídico de la cues- 
tión. La relación entre particular y Administración 
no es meramente legal (garantía, procedimiento, re- 
curso); comprende asimismo un haz de contactos 
de orden práctico, que deben ser prevenidos para 
evitar, como dice Francisco Sanabria, «todo posible 
despotismo burocrático». 

Como destaca él mismo, el fenómeno de disocia- 
ción entre Administración y particulares se produce 
en la realidad. Hay desconfianza por parte del públi- 
co, y mutuo desconocimiento; resultando tal diso- 
ciación un freno para la actividad administrativa. 
Las causas de la gran separación entre una y otros 
son varias y complejas, concernientes a una trabada 
burocracia y a la avanzada estructura administrati- 
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va. El logro de la deseada intercomunicación Admi- 
nistración-administrados no significa el desuso de la 
primera o el derrumbamiento de la segunda, lo cual 
sería un error y ocasionaría un retroceso, sino que 
postula un cuidado de hacer comprensible el proce- 
dimiento en general, y de fácil práctica los trámites 
en particular. Los posibles remedios se señalan en 
una formación del funcionario (particularmente, en 
su actitud frente al público), en el ejercicio de la 
potestad reglamentaria (que concreta las disposicio- 
nes legales), en la aplicación de las técnicas empre- 
sariales de organización (para mejor eficacia y co- 
modidad), en la extensión de los servicios informa- 
tivos (no hay operación posible sin conocimiento de 
la realidad sobre la que se va a actuar) y en la pues- 
ta en marcha de una amplia red de relaciones pú- 
blicas. 

Afortunadamente, en esta dirección ha comenza- 
do a caminar la actual reforma administrativa espa- 
ñola. El Centro de Formación y Perfeccionamientc 
de Funcionarios de Alcalá de Henares, la multiplicz 
ción por los diversos departamentos ministeriales d 
las Secretarías Generales Técnicas, la creación de 
oficinas de O. y M., etc., son ejemplos que intentan 
levar a la práctica los señalados remedios. Interesa 
a nosotros, particularmente, mirar por la utilización 
administrativa de las llamadas Relaciones Públicas 
empresariales. Son éstos un conjunto de principios, 
de modos de acción y de técnicas, con los que se 
debe obtener una mejor comprensión entre la Admi- 
nistración y los administrados. Relaciones que han 
de basarse, según Giménez Arribas, en una sinceri- 
dad, justicia y publicidad totales. El contenido de 
la publicidad se contrae, según él, a tres corrientes 
de información: Administración-ciudadano  (me- 
diante publicidad preparatoria, de sistemas y resul- 
tados, etc.); ciudadano-Administración (publicidad 
de consulta y opiniones estimuladas y solicitadas) 
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y contacto directo funcionario-administrado, con 
trato personal, supresión de barreras materiales (y 
ventanillas) y adecuada instalación de los locales pú- 
blicos. 

Vemos una concreta manifestación de las Rela- 
ciones Públicas administrativas en las actuales ofi- 
cinas de información, que dan a conocer el concreto 
estado de tramitación de un expediente y difunden 
las atribuciones y actividades de los diversos órga- 
nos de la Administración. Es de desear que no se 
desfallezca en el intento iniciado de conseguir una 
omoleta garantía jurídica para el particular y vna 
confiada comunicación entre éste y la Administra- 
ción pública. 
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XVI. INFORMACION Y OPINION PUBLICA 


«La causa y raíz de todos los males que envene- 
nan a los pueblos y naciones es la ignorancia de la 
verdad», dice Juan XXII en su primera encíclica. 
Estas altas y luminosas palabras nos hablan de la 
importante y urgente necesidad de evitar la menti- 
ra en el conocimiento de los hechos y problemas de 
la vida actual. La información será el instrumento, 
dado el fenómeno de masif'cación social de hoy día 
poniendo a los individuos en la posesión de los cc 
nocimientos necesarios, estado previo a la forme 
ción del juicio u opinión pública. A ambas, informa- 
ción y opinión pública, dedicaremos las líneas del 
presente capítulo. 

Desde nuestro punto de vista, empezaremos re- 
cordando, con «Arriba», que «un pueblo no infor- 
mado carece de dimensión democrática; siendo nula 
su labor política». Hasta tal punto, que es cierta la 
crítica que Lenin formula sobre la libertad de pren- 
sa: «Libertad de prensa quiere decir: las opiniones 
de todos los ciudadanos, sin excepción, pueden ser 
libremente expresadas. ¿Y qué hay de eso? Sólo los 
ricos y los grandes partidos poseen en este momen- 
to el monopolio de la verdad. El derecho de publi- 
car falsas noticias, ¿es acaso mejor que el derecho 
de poseer siervos?» Desde aquel 1919 se han produ- 
cido numerosos avances técnicos, de tal manera que 
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hoy se emplea el término más amplio, «informa- 
ción», que comprende a éstos (radio, televisión, cine, 
etcétera). Pues bien, con la información puede ocu- 
rrir lo mismo que con las restantes libertades pos- 
tuladas por el liberalismo, que sólo sean ejercidas 
por los «económicamente poderosos». De ahí la con 
veniencia de dirigir los justificados recelos de la sa 
viedad no sólo hacia el poder público, sino tambiér 
ante cualquier fuerza actuante en el medio social 
Es un hecho que la difusión de los acontecimientos 
.puede extenderse hasta el más lejano país, pero sól 
a través de seis agencias informativas internaciona 
les. Se debe evitar el despotismo informativo que 
pueda derivarse de un excesivo control estatal, y, 
además, debe ser desenmascarada cualquier influern: 
cia tendenciosa de un determinado «grupo de 
nresión», 
La información produce satisfacción psicológica 
or el interés que encierran las noticias, pero su ca- 
“acterística más importante es la de constituir, se 
gún el profesor Beneyto, un poder. Ello explica las 
contiendas que en este terreno se entablan entre 
Sociedad y Estado; la primera, lo reclama para sí, 
en salvaguarda de la autenticidad de su conciencia; 
el segundo, lo exige por significar una fuerza exhor- 
tativa de la mayor eficacia. Esta materia, excepto en 
sus premisase senciales, no ha sido suficientemente 
esclarecida por la doctrina. Por ello, «se comprende 
que la aplicación de las distintas teorías exija fór- 
mulas jurídicas de tratamiento muy delicado» (Be- 
neyto). Cúal deba ser la precisa Ley de Información, 
es tarea que ahora no nos compete, destacando úni- 
camente, desde nuestra perspectiva democrática, el 
valor de la opinión pública. Es plenamente lícito de- - 
fender los medios informativos de carácter privado, 
pero, no olvidemos la preferencia que, por motivos 
económicos, suelen dar a la publicidad comercial 
sobre los valores culturales. No vemos mal una in- 
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formación estatal que realizada con inteligencia y 
toda honradez, eduque popularmente contra tanto 
concurso radiofónico y tanta película de «happy 
end». 

Los medios de información y expresión de la opi- 
nión pública son los propios informativos: radio, 
prensa, televisión, etc.; siendo ella misma, en buena 
parte, producto de la acción informativa. La opinión 
pública es para Gidding «el juicio racional espontá- 
neo y libre de una colectividad sobre asuntos de in- 
terés general»; constituyendo para Pío XII «un eco 
natural, una resonancia común, más o menos espon- 
tánea, de los hechos y de las circunstancias, en el 
espíritu y en los juicios de las personas que se sien- 
tan responsables y estrechamente ligadas a la suerte 
de la comunidad». Se trata de un auténtico patri- 
monio social. 

En la vida práctica informativa, caben numero- 
sas manifestaciones del espíritu democrático. Así lo; 
Clubs de prensa extranjera, con sus actos y reunic 
mes; los Institutos de la Opinión Pública, que bien 
usados permiten auscultar ésta y señalan virtudes 
que fomentar o defectos a corregir. La concepción 
del periódico o revista como algo más que medio de 
información, como es ser también canal de diálogo 
entre informadores e informados. De ahí, la conve- 
niencia (cada vez más extendida entre nosotros) de 
acoger las sugerencias y «cartas al director», que 
pueden ser un complemento para el editorial comen- 
tador de la vida pública, y que en todo caso encierran 
el valor de testimonio. La periodicidad de conferen- 
cias de prensa con los rectores de la sociedad, pues 
«el ciudadano que cumple con sus deberes puede exi- 
gir una fiel y amplia información de los asuntos na- 
<ionales, salvo que superiores intereses patrios pue- 
dan ser perjudicados por la publicidad. Pero, en caso 
de no ser así, no dudemos de su conveniencia. Cuan- 
do los candidatos a. la presidencia de los Estados 
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“Unidos dialogan ante las cámaras gigantescas de las 


cadenas de televisión, se produce, como dice Gabriel 
Elorriaga, «un fenómeno de accesibilidad social a 
una cuestión trascendente». Los resultados de dicha 
accesibilidad significan un perfeccionamiento en la 
educación civil más trascendental que las frases de 
los textos constitucionales. Así, «los modos políticos 
se atemperan más al eco ampliamente popular que 
al convencionalismo de los hemiciclos parlamenta- 
tarios». Y es que una sana publicidad coadyuva a: 
vencer la atonía ciudadana por los problemas públi- 
cos, atonía que supone una grave enfermedad. 
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XVil. SENTIDO ACTUAL DE LA COMUNI. 
CACION DEMOCRATICA 


Venciendo la tendencia que todo organismo tiene 
a hacerse paulatinamente arcaico, al desasirse del 
presente y recaer en lo habitual y pasado, es preciso 
mantener una constante adecuación entre la forma 
de vida comunitaria de un pueblo y el tiempo histó- 
rico que vive el mundo. Después de afirmar que la 
democracia no incluye hoy entre sus fines únicamer 
te la práctica de la libertad, sino también, la in 
plantación de la justicia, bueno es destacar el fem 
meno de despolitización que se acusa en la actuali- 
dad, y al que ya hemos hecho alguna referencia 
.marginal en el presente estudio. 

Según Bartolomé Mostaza, el politicismo ha sido 
una de las enfermedades que más daño han causado 
a la convivencia en la sociedad moderna, siendo el 
siglo XIX de politización a ultranza. Se politizó lo 
clerical y lo anticlerical, la minoría intelectual y el 
sindicato. Marx y Engels lanzaron al proletariado 
contra la burquesía, como ésta habíase lanzando, 
en la Revolución francesa, contra la aristocracia. La 
politización enfrentó a las clases, al Estado y la 
Iglesia, al militar y al civil. «La politización hizo na- 
cer los partidos, no como órganos de entendimien- 
to y diálogo de sectores de la sociedad, sino como 
armas de combate, llegándose al extremo de preferir 
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la prevalencia de «una política» sobre una realidad, 
un interés legítimo, una verdad.» 

Pero, hoy, merced al bienestar social, los «slo- 
gans» políticos pierden influencia y se socializan los 
problemas, creciendo así la cooperación. Languide- 
cen, como previera Berdaiee, las hegemonías de 
clase, raza, nación e ideología. Y es que el vigente 
Estado de bienestar, al garantizar a los individuos y 
a las familias una renta o unos ingresos mínimos 
con indepencia de valor, que se concede a su pro- 
piedad o por su trabajo, al eliminar hasta el límite 
posible la inseguridad, capacitando a los individuos 
y a las familias para enfrentarse con las contingen- 
cias sociales que podrían significar una crisis en su 
vida (enfermedad, ancianidad, paro); y, al asegurar 
a todos los ciudadanos, sin distinción de clase ni 
rango, un mejor nivel de vida, proporcionándoles 
determinados servicios sociales (tres objetivos seña- 
lados por Asa Briggs), ha dado al traste con nume- 
rosas manifestaciones politizadas. Constituyendo 
este triple ideal de justicia, seguridad y progreso so- 
cial, según Sánchez Agesta, un propósito de todos 
los Estados de hoy. 

Resulta muy ilustrativo, en relación con lo que 
hemos indicado respecto de los fenómenos «despoli- 
tización y bienestar sociales», reproducir los resul- 
tados de una encuesta realizada por L'Expréss, in- 
cluida por Xifra Heras en nuestra Revista de Estu- 
dios Políticos. Es fácil ver que muchos de los datos 
y comentarios de esta encuesta tienen aplicación en 
nuestra Patria. Tal equiparación de «situaciones so- 
ciales» de los distintos ciudadanos, y tal acercamien- 
to de niveles de vida entre las distintas clases, ha 
reducido la politización social a su estricto campo 
y orienta al Estado moderno hacia el bienestar: «Se 
puede afirmar casi, sin exagerar, que hace un siglo 
el patrono y el obrero eran unidades de consumo 
que, salvo raras excepciones (pan, patatas), no con- 
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sumían los mismos productos. El primero no sólo 
consumía diez o cien veces más que el segundo, sino 
que consumía cosas diferentes. Si los hijos de uno 
y otro se encontraban, difícilmente podían hablar 
sobre un mismo tema. El patrono sigue consumien- 
do hoy más que el obrero. Pero la parte del consu- 
mo común aumena gracias a la mejoría del nivel de 
vida y a la producción en masa. La esposa del pa- 
trono y del obrero acuden al mismo mercado. El 
hijo del patrono tiene diez temas de conversación 
con el hijo del obrero, desde el automóvil hasta el 
fútbol, pasando por B. B. No deja de tener impor- 
tancia que entre los utensilios del patrono y del 
obrero, del funcionario y del comerciante, figuren 
una lavadora y una nevera; y es ya primordial que 
las organizaciones escolares y las empresas hayan 
introducido el bridge y el esquí a categorías muy 
distintas de población; es fundamental que todos 
los franceses vean las mismas películas, que France 
Soír se lea por más de un millón de franceses, 
Match por millón y medio, que contemplen la TV. 
dos millones y escuchen la radio diez. Esta unifor- 
midad de consumo trasciende incluso en el ámbito 
político, y su influjo en los resultados plebiscitarios 
de los modernos referendums es nótorio.» 

No se han realizado encuestas de este tipo entre 
nosotros, pero son abundantes las manifestaciones 
sintomáticas de que se camina en igual sentido. 

Otras dos notas sobresalientes de la vida política 
actual son las que conciernen a los papeles actual- 
mente desempeñados por la ciudad y por el deporte. 
Es opinión de Chueca Goitia que la forma en que 
discurre la política en las grandes aglomeraciones 
de hoy en día, y la complejidad creciente de sus 
mecanismos, hace que la multitud se sienta cada vez 
más aislada de las funciones de gobierno y tome 
menor participación activa en ellas, perdiéndose así 
el impacto emocional que estas cuestiones tenían 
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para el hombre de hace pocos años. Resultando que 
si ya no se puede gustar del sabor de las victorias 
políticas, en tal política cada vez más compleja y 
fuera del alcance de las rudimentarias apetencias de 
la masa, y si ya no conmueven las victórias milita- 
res, porque las guerras se han convertido en hechos 
cósmicos que terminan en dolor y catástrofe para 
todos, el espectáculo deportivo está supliendo, y con 
ventaja y congruencia para la mentalidad del hom- 
bre medio, lo que antaño ofrecían aquellos aconte- 
cimientos civiles o belicosos. Coincidimos nosotros 
en considerar difícil la recuperación de ese impacto 
emocional que las cuestiones políticas tuvieron en 
la multitud hasta hace pocos años, no así el interés 
y la colaboración de todos en lo que es tarea común. 

En las líneas que anteceden hemos intentado 
exponer que la consideración actual de la democra- 
cia política concibe a ésta como un haz de demo- 
cracias parciales, a las cuales cada particular se 
aplica libremente en mayor o menor grado, dada 
la complejidad general y los intereses personales. 
De este modo se habla hoy de democracias particu- 
lares: social, que aspira primordialmente a la reivin- 
dicación de la justicia distributiva; económica, inci- 
tadora ante todo del progreso y del bienestar gene- 
ral; sindical, queriendo ver en la asociación profe- 
sional —actividad primordial del hombre— un efi- 
caz instrumento de presión política; administrativa, 
con facultades para el control burocrático; etc. No 
creemos que el ciudadano de 1962 añore retóricas 
discusiones parlamentarias, ni brillantes manifesta- 
ciones partidistas, sino que, limitado «lo político» 
a sus exclusivas márgenes —origen representativo 
del poder y fidelidad social en su ejercicio—, pre- 
fiere disponer de una variada gama de posibles par- 
ticipaciones populares en lo económico y en lo so- 
cial, en lo informativo y en lo legislativo, a través 
de cámaras y asambleas, de votos y de asociaciones. 
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CONCLUSION 


Vamos a dar fin a nuestro comentario. Afirma- 
mos en la introducción del mismo que la cuestión 
democrática de un país excedía la simple considera- 
ción de una forma de gobierno y el mero análisis 
de un modo de referéndum. Por ello, hemos dedica- 
do espacio a hablar de los principios que deben 
regir a una sociedad que desee organizarse demo- 
cráticamente. La igualdad de oportunidades, feliz 
mente consignada en nuestras leyes actuales con l: 
fórmula «la Ley amparará por igual el derecho de 
todos los españoles», el impulso o promoción social, 
la armonización entre libertad y autoridad, y el res- 
peto de las iniciativas individuales y de los núcleos 
sociales mediante la subsidiariedad estatal y el fe- 
nómeno socializador, implican un conjunto de apli- 
caciones concretas significativas del reconocimiento 
que merece el ciudadano y del papel correspondien- 
te a las agrupaciones; todo ello para un logro mayor 
del bien común. 

La base social ha de lograrse con una extensa 
e intensa educación de todos los españoles, recién 
manifestado «compromiso de honor para el Gobier- 
no», concebida íntegralmente (cultural y cívica), y 
que al ir emparejada con un empeño de justicia so- 
cial y de desarrollo económico creará un ambiente 
de paz y de estabilidad necesario para el fecundo 
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ejercicio de los caminos de participación política 
popular. Dada la imposibilidad de gestión directa 
por parte del pueblo, se hace precisa la representa- 
ción, debiendo ésta ser auténtica y eficaz, fiel reflejo 
del poderdante social. Y para ello basta con dejar 
que la aportación cívica se manifieste por los cauces 
naturales: familia, municipio, sindicato, asociación, 
y, por el órgano supremo en el cual los anteriores 
desembocan, las Cortes. Considerándose las tareas 
gubernamentales como potestad delegada, y al ciu- 
dadano como sujeto titular de derechos y obligacio- 
nes primarias irrenunciables, y al destacar la impor- 
tancia práctica que tienen la relación Administra- 
ción particular y una labor informativa que permita 
el normal desarrollo de la opinión pública, hemos 
querido subrayar otras importantes manifestaciones 
de toda comunidad democrática. 

Así, la sociedad, titular del poder, unida en un 
orden de Derecho, debe hacerse presente ante un 
Estado que encauce la convivencia de los españoles 
hacia la justicia, la seguridad y el progreso. El modo 
de lograr esta presencia hemos intentado esbozarle 
en los capítulos anteriores, habiendo insistido en el 
último en la necesidad de tener un concepto actual 
de la comunicación democrática que conserve va- 
lidez al brincar previsoramente sobre la ola recién 
llegada del tiempo nuevo. 
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CULTURA, REPRESENTACION 
Y JUSTICIA SOCIAL 


Sin duda, una du Jas cuestiones más 
trascendentales de la vida de un pais es 
la concerniente a la relación que dcbe 
existir entre la sociedad y el Estado. Y 
es que la paz y el vigor de una nación de- 
penden en gran medida del tipo de rela- 
ción citada; exigiendo a su vez la ética 
v el progreso colectivo, fluidez y cfectivi- 
dad en el contacto de ambas entidades. 

Precisamente el diálogo entre sociedad 
y Estado es la aspiración primera y fun- 
damental de la concepción politica demo- 
crática, la cual no debe concretarse sólo 
en unas clecciones o en una determinada 
forma de gobierno, sino principalmente 
en una constante y fácil participacion po- 
pular en todas las tareas públicas (levis- 
lativas, administrativas, informalivas...). 
Para ello, el uso acertado de tal partici- 
pación popular implicará un nivel colec- 
tivo de educación cultural y cívica, y una 
situación justa y cstable en su base eco- 
nómico-social. De esta forma el pueblo 
constituido en sociedad cobrará persona- 
lidad y competencia, y podrá tener res- 
ponsable y fecunda presencia ante el Es- 
tado, a través de los concretos y orgáni- 
cos caminos de representación política. 

El tiempo nuevo que vivimos exige una 
ordenación democrática «al día», útil 
para hoy y proyectada hacia el mañana, 
imbuida de las inquietudes actuales y de 
las realidades presentes; inquietudes y 
1ealidades que requieren, por una parte, 
un sistema funcional y representativo de 
la comunidad, y que reclaman, por otra, 
un eficaz poder ejecutivo que, sin menos- 
cabar las libertades individuales, planifi- 
que el bien común e impulse firmemente 
la justicia social. 

Este nuevo trabajo de nuestra colección 
aspira a presentar un haz de sugerencias 
y posibilidades en torno a este siempre 
palpitante tema de la «comunicación en- 
tre la sociedad y el Estado». 


20 ptas. 


